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Accionante: César Augusto Vargas Jaramillo  
Accionado: Hospital San Rafael de Pueblo Rico.
                 
-------------------------------------------------------------------------------------


MAGISTRADO: HERNÁN MEJÍA URIBE 




SALA UNITARIA



Pereira, enero veintiocho [28] de dos mil nueve [2009].

Procede esta Sala Unitaria a revisar la viabilidad de avocar el conocimiento de la acción de tutela recibida en la fecha por reparto, proveniente de la Oficina de Administración Judicial. 
ANTECEDENTES
El señor César Augusto Vargas Jaramillo interpuso ante el Juzgado Octavo Civil Municipal de esta ciudad acción de tutela contra el Hospital San Rafael del municipio de Pueblo Rico; el 5 de diciembre de 2008 se profirió sentencia tutelando los derechos reclamados por el actor, decisión que fue impugnada oportunamente por la entidad accionada; correspondió su conocimiento en segunda instancia al Juzgado Tercero Civil del Circuito, el cual por medio de decisión del 22 de enero de la presente anualidad, declaró nulo lo actuado a partir del auto del 24 de noviembre de 2008, toda vez que consideró que al proceso se debió vincular a la Comisión Nacional del Servicio Civil; recibida la actuación en el juzgado de origen, éste, teniendo en cuenta la naturaleza jurídica de la entidad vinculada y lo establecido en el Decreto 1382 de 2000, procedió a remitir el expediente a la Oficina Judicial de la ciudad, para que fuera sometido a reparto entre los Tribunales Superior, Administrativo y Consejo Seccional de la Judicatura, correspondiendo a este Despacho.
CONSIDERACIONES

La Corte Constitucional ha sido enfática en que la acción de tutela es justicia de orden constitucional, paralela a la ordinaria o especial, para la cual es competente cualquier Juez de la República de Colombia, conforme al artículo 86 de la Carta Política, razón por la cual, una vez asumido el conocimiento de ella, no puede ningún funcionario desprenderse de la competencia a prevención, con el pretexto de la aplicación del Decreto 1382 de 2000, por la potísima razón de que éste no ha señalado en realidad normas de competencia, sino que ha organizado o dispuesto reglas de reparto de la acción de amparo, por lo cual se perpetúa la jurisdicción y debe seguir conociendo del asunto.   
Así se pronunció el máximo Tribunal Constitucional, por Auto 036 de 15 de febrero de 2006:
“7. Esta Corporación, en Auto de Sala Plena del 20 de mayo de 2003[
], al resolver un conflicto de competencia similar al que ahora se plantea,  consideró:

‘3. Coincide la Corte Constitucional con el criterio expuesto por el Tribunal Administrativo de Caldas. El Decreto 1382 de 2000 no contempla reglas para definir la competencia de un despacho judicial, sino que establece reglas para llevar a cabo el trámite administrativo de reparto. Por lo tanto, mal puede un despacho judicial que ha asumido la competencia de un proceso de acción de tutela de forma adecuada, considerar que ésta se afecta en virtud del Decreto citado. (subrayado fuera de texto original)

En otras palabras, el artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, entre otras cosas, ordena que las acciones de tutela dirigidas contra entidades del orden nacional sean repartidas a los Tribunales. La norma en cuestión ni determina competencia, ni mucho menos establece reglas para cambios de competencia una vez esta ha sido fijada.’
8. En esta medida, siguiendo el criterio de interpretación sostenido por la Corte Constitucional, en este caso se dará aplicación al principio de la perpetuatio jurisdictionis, de donde se deriva la regla, conforme a la cual, una vez radicado el conocimiento de un proceso de tutela en determinado despacho judicial, si el juez considera necesario vincular a otros sujetos para la debida protección de los derechos fundamentales, resulta inadmisible trasladarlo a otro en razón del cambio de naturaleza de las entidades demandadas”[
]. 

En virtud de tal posición, que resulta incontrovertible por los fundamentos jurídicos y por provenir del máximo organismo constitucional, la Sala Unitaria de la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 
RESUELVE

PRIMERO: Devolver la presente acción de tutela al Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira para que continúe con el trámite de la presente acción de tutela. 
SEGUNDO: Comunicar lo aquí resuelto, por el medio más rápido, al actor señor César Augusto Vargas Jaramillo.


CÚMPLASE

HERNÁN MEJÍA URÍBE 





Magistrado.
(�). Auto 099 de 2003. 


(�). Ref. I.C.C. 953. M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
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